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los guaraníes de Tarija, Bolivia
Thomas Perreault

RESUMEN 

Este artículo examina el desarrollo del gas natural y sus implica-
ciones para las comunidades indígenas guaraníes, en el sudeste de 
Bolivia. Durante la década de 1990, el gobierno boliviano llevó a 
cabo una serie de medidas neoliberales encaminadas a facilitar la 
exportación de hidrocarburos y a atraer la inversión internacional 
para la explotación del gas y el petróleo. Las protestas sobre el 
manejo y la distribución de los beneficios derivados del gas natural 
contribuyeron directamente a la elección de Evo Morales, el primer 
presidente indígena de Bolivia. Sin embargo, y a pesar del discurso 
indigenista de Morales y sus partidarios, la producción del gas ha 
perjudicado a los grupos indígenas de los llanos del este, quienes 
son impactados directamente por las actividades extractivas. Este 
artículo examina el caso de los guaraníes de la Tierra Comunita-
ria de Origen (TCO) Itika Guasu, en el departamento de Tarija, 
donde se encuentra el ‘megacampo’ de gas Margarita de Repsol. 
Se propone que la explotación del gas en territorio guaraní ha sido 
caracterizado por una carencia de consulta previa y participación 
real de las poblaciones afectadas. 

Palabras clave: Bolivia, hidrocarburos, guaraní, movilización indí-
gena, Repsol, participación, consulta.
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Conflicts over gas and its governance: The case of the Guaraní of 
Tarija, Bolivia

ABSTRACT

This article examines the implications of natural gas development 
for Guaraní indigenous communities in southeastern Bolivia. During 
the 1990s, the Bolivian government enacted a series of neoliberal 
reforms designed to attract international investment for natural gas 
and petroleum exploitation and to facilitate the export of hydrocar-
bons. Protests over the management and distribution of the benefits 
derived from natural gas contributed diretly to the election of Evo 
Morales, Bolivia´s first indigenous president. Nevertheless, and 
despite the pro-indigenous discourse of Morales and his MAS (Move-
ment to Socialism) party, gas production has had negative effects 
for indigenous peoples in Bolivia´s Chaco region, who are directly 
impacted by extractive activities. This article examines the case of 
the Guaraní people of the Tierra Comunitaria de Orígen (Originary 
Communal Land, TCO) Itika Guasu, in Tarija department, where 
Repsol´s Margarita ´mega-field´ is located. It is argued here that 
gas exploitation in Guaraní territory has been conducted without 
adequate prior consultation or meaningful participation of the 
populations affected. 

Keywords: Bolivia, hydrocarbons, Guaraní, indigenous mobilization, 
Repsol, participation, consultation.
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INTRODUCCIÓN

Este artículo examina la relación entre la explotación del gas natural, las polí-
ticas estatales y los pueblos indígenas en Bolivia.1 El petróleo y el gas han sido 
importantes fuentes de ingreso para el Estado boliviano desde hace largo tiempo. 
En efecto, la defensa de los campos petrolíferos en los llanos del este del país 
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Guerra del Chaco de la década de 1930 (Klein 1992), y fue invocada en las 
protestas de los aymara durante las luchas sobre los planes de exportar gas en 
2003. Aunque opacado durante mucho tiempo por la importancia del petróleo, 
el gas natural ha emergido como fuente principal de rentas de exportación de 
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movimientos sociales, empresas transnacionales de hidrocarburos, gobiernos 
regionales y el Estado central. La gobernanza de hidrocarburos — en otras 
palabras, la autoridad en la toma de decisiones, la relativa rendición de cuentas 
de las agencias del gobierno y los actores privados, y de las rentas pagadas por 
empresas privadas al Estado boliviano por el petróleo y el gas que extraen— fue 
reestructurada a mediados de la década de 1990 como uno de los componentes 
de amplias reformas neoliberales. 

1 Este artículo se basa en dos meses de investigación de campo en Bolivia, entre 2007 y 2008, 
que incluyó una revisión detallada de la literatura sobre la nacionalización del gas, impactos 
ambientales y sociales de la extracción del gas, y las políticas del Estado en cuanto a las 
industrias extractivas; y entrevistas en La Paz y Cochabamba con investigadores académicos 
y representantes del Estado, ONG y grupos indígenas y campesinos.
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En octubre de 2003 hicieron erupción continuas protestas contra estas refor-
mas en la forma de la «guerra del gas», la cual ocasionó la muerte de más de 
setenta protestantes y a la renuncia del presidente Gonzalo Sánchez de Lozada. 
Un año y medio después, más protestas forzaron a la renuncia del sucesor de 
Sánchez de Lozada, Carlos Mesa, y al establecimiento de un gobierno provisio-
nal. Este proceso, a su vez, preparó el escenario para la elección en diciembre de 
2005 de Evo Morales, líder de los sindicatos de cultivadores de coca de Bolivia, 
y el primer presidente indígena/campesino del país. 

A pesar del discurso indigenista de Morales y sus partidarios, la producción 
del gas ha perjudicado los grupos indígenas de los llanos del sureste del país, 
quienes son impactados directamente por las actividades extractivas. En particular, 
este artículo examina el caso de los guaraníes de la Tierra Comunitaria de Origen 
(TCO) Itika Guasu, en el departamento sureño de Tarija, donde se encuentra el 
‘megacampo’ de gas Margarita, operado por Repsol. Se propone que la explo-
tación del gas en territorio guaraní ha estado caracterizada por una carencia de 
consulta previa y participación real de las poblaciones afectadas. Luego de esta 
introducción, el artículo bosqueja la producción hidrocarburífera y su neoliberali-
zación en Bolivia, enfatizando la relación entre el Estado boliviano y las empresas 
transnacionales. A esto le sigue un examen de la explotación del gas natural, su 
impacto en los pueblos indígenas bolivianos y sus respuestas a estos asuntos. 
Esta sección comienza discutiendo los efectos de la explotación del gas natural 
en las comunidades guaraníes en el departamento de Tarija, y luego considera 
las respuestas a la explotación del gas en las zonas montañosas de los Andes.

LA EXTRACCIÓN Y GOBERNANZA DE LOS HIDROCARBUROS EN EL 
CONTEXTO BOLIVIANO

Durante la última década, las empresas transnacionales de hidrocarburos han 
incrementado dramáticamente sus inversiones en Bolivia, en respuesta directa a 
la legislación neoliberal de la década de 1990, que incluyó la reforma a la Ley 
de los Hidrocarburos aprobada en 1996. La liberalización económica del sector 
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dial y apoyada con fuerza por el gobierno de los Estados Unidos (Orgáz García 
2002). El incremento en la inversión en la exploración llevó al descubrimiento 
de nuevos depósitos de gas, incrementando las reservas comprobadas de Bolivia 
más de treinta veces entre 1996 y 2002, y convirtiendo a las reservas bolivianas 
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en las segundas más grandes de Sudamérica, luego de Venezuela. Sin embargo, 
esta potencial bendición ha llegado con un alto costo. Las actividades asociadas 
con la exploración, extracción y transporte de gas natural han tenido un profundo 
impacto social y ambiental, particularmente para los pueblos indígenas en los 
llanos orientales del Chaco, en los departamentos de Santa Cruz y Tarija. El sur-
gimiento de Morales y su partido MAS (Movimiento al Socialismo) ha conducido 
a una nueva era de política indígena en Bolivia —orientada a los intereses de los 
grupos indígenas aymaras y quechuas, predominantes en el occidente andino del 
país—, derrumbando patrones históricos de dominio de las élites blancas locales. 
Se mantiene la cuestión, sin embargo, de si los intereses de los grupos indígenas 
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adecuadamente por el gobierno del MAS y sus movimientos sociales aliados.

No podríamos entender la política de hidrocarburos en Bolivia sin referirnos 
a los procesos históricos de gobernanza de recursos. Olas sucesivas de reformas 
políticas y económicas neoliberales durante las décadas de 1980 y 1990 rees-
tructuraron los arreglos institucionales mediante los cuales se aplica gobernanza 
al gas y al petróleo. De manera relevante, el gobierno de Gonzalo Sánchez de 
Lozada introdujo medidas para liberalizar la inversión extranjera e incrementar 
la participación de empresas transnacionales. Estas medidas tuvieron éxito tanto 
para atraer empresas extranjeras a Bolivia como para asegurar altas tasas de 
rentabilidad a las inversiones de estas empresas. 

Sin embargo, estas reformas fueron marcadamente menos exitosas a la hora 
de proteger los pueblos indígenas y al medio ambiente. En efecto, en la mayoría 
de los casos las actividades alrededor de la extracción se llevaron a cabo sin tener 
en cuenta sus impactos sociales o ambientales (Fernández Terán 2009). Aunque 
el gobierno de Morales ha sostenido un discurso indigenista —y de hecho ha 
llevado a cabo unas medidas limitadas dirigidas a la protección de los derechos 
de pueblos indígenas y a asegurar la participación indígena en los procesos de 
gobernanza—, la mayor parte de las políticas del gobierno de Morales están diri-
gidas a la mayoría indígena: los grupos quechuas y aymaras. Aún está por verse 
si realmente se mejorarán las condiciones materiales para los guaraníes y otros 
pueblos indígenas directamente afectados por la extracción de gas y petróleo.

Las protestas sobre la administración y la distribución de beneficios derivados 
de la extracción de gas contribuyeron directamente a la elección de Evo Morales y 
a la ascensión asociada de los movimientos sociales indígenas y campesinos como 
actores políticos dentro del Estado, en contraste con su posición como opositores 
externos respecto del aparato estatal. Es importante anotar, sin embargo, que la 
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población indígena boliviana es grande y diversa y no debería ser representada 
como étnica o políticamente homogénea. Este artículo examina los impactos 
de la extracción del gas natural en las comunidades de los guaraníes, el tercer 
grupo étnico más grande (después de los quechua y los aymara) en Bolivia. 
Sostengo que los intereses de los guaraníes estuvieron en buena parte ausentes 
de la «guerra del gas» de 2003 y su desenlace, y se mantienen marginados del 
discurso político relacionado con los derechos de los indígenas y la explotación 
del gas hoy en día. 

La neoliberalización de los hidrocarburos en Bolivia

En 1996, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada establece su política de 
«triángulo energético,» consistente en (i) una nueva Ley de Hidrocarburos; (ii) la 
capitalización de la empresa estatal de hidrocarburos YPFB, y (iii) la construcción 
de un gasoducto de gas natural a Brasil. En conjunto, estas medidas pretendían 
aumentar los ingresos del Estado, facilitando la inversión privada (en su mayoría 
extranjera) en los hidrocarburos bolivianos y la apertura de nuevos mercados en 
Brasil (Hindery 2003). 

La nueva Ley de Hidrocarburos buscó promover la inversión extranjera 
mediante la reestructuración del código tributario y la aplicación de un nuevo 
sistema de concesión sin límites espaciales, facilitando la importación, exporta-
ción y comercialización interna de hidrocarburos, y permitir a socios extranjeros 
la distribución, transporte, refinación e industrialización del petróleo y el gas 
(Haarstad 2009). La liberalización del sector de hidrocarburos fue alentada por el 
gobierno de EEUU y el Banco Interamericano de Desarrollo, y fue explícitamente 
promovida por el Banco Mundial a través de préstamos específicos sectoriales, 
los programas de «construcción de instituciones» (y préstamos asociados), y 
el cabildeo directo a los miembros del Congreso de Bolivia para aprobar la 
legislación de autorizaciones (Hindery 2004). Según el gobierno boliviano y los 
representantes del Banco Mundial, se preveía que la Ley de Hidrocarburos de 
1996 llevaría a un aumento de la inversión extranjera, liberalizaría el comercio 
de los hidrocarburos y los bienes y servicios, crearía un organismo regulador 
independiente para el establecimiento de tarifas y negociar contratos con empresas 
privadas, y desregularía los precios (World Bank 1994). 

Las empresas internacionales de hidrocarburos respondieron con entusiasmo 
a las reformas de Sánchez de Lozada. Para mediados de la década de 1990, 
numerosas empresas transnacionales de petróleo y gas operaban en Bolivia, entre 
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ellos las argentinas YPF (hoy Repsol YPF de España) y Pluspetrol; Petrobras 
de Brasil; Total, Fina y Elf Aquataine de Francia; las estadounidenses Texaco, 
Shell, Mobil, Maxus y Enron, y la británica BP Amoco (Wu y Pezeshki 1995). 
En el periodo 1997-2001, la inversión extranjera en hidrocarburos aumentó de 
US$ 296 millones a US$ 401,3 millones, un aumento del 35,6% (Hindery 2004). 

Antes de dejar el cargo, Sánchez de Lozada firmó un decreto presidencial 
reduciendo de 50% a 18% las regalías pagadas por las empresas privadas sobre 
reservas de petróleo y gas recientemente descubiertas (las regalías sobre las reser-
vas existentes continuaron siendo del 50% (Hindery 2003). Esto tuvo el efecto 
de reducir el porcentaje de los ingresos del Estado provenientes de hidrocarburos 
de alrededor de 50% al comienzo de la década de 1990 a aproximadamente el 
25% en 1999 (Kohl 2002; Orgaz García 2002). Si Sánchez de Lozada trató de 
mejorar el «clima de negocios» para las empresas extranjeras, tuvo éxito: en 2003, 
el Gobierno gobierno reveló que las operaciones en Bolivia de Repsol YPF de 
España y de BP Amoco de dueños británicos disfrutó de los costos operativos 
más bajos para exploración y producción de hidrocarburos del mundo (Hylton 
y Thomson 2004). 

Las perspectivas para la acumulación aumentaron considerablemente cuando, 
poco después de la capitalización, las empresas anunciaron que el petróleo y las 
reservas de gas de Bolivia eran sustancialmente mayores de lo previsto. En efecto, 
mientras que las reservas de gas existentes en el momento de la capitalización 
eran de 1,5 trillones de pies cúbicos (TCF), las nuevas reservas descubiertas o 
declaradas después de la capitalización fueron de 50,7 TCF. Del mismo modo, 
mientras que las reservas de petróleo se situaron en 27,8 millones de barriles antes 
de la capitalización, las nuevas reservas anunciadas después de la capitalización 
ascendieron a 901,3 millones de barriles (Hindery 2003: 117). Como resultado, 
alrededor de 97% del petróleo y el gas de Bolivia figuraron en las «nuevas» 
reservas, sujetas al impuesto más bajo, 18% (Kohl y Farthing 2006).

Protesta y reestructuración: la «guerra del gas» de 2003 y más allá 

En octubre de 2003 la famosa «guerra del gas» rápidamente abarcó la mayoría 
de las ciudades andinas del país, mientras los grupos de ciudadanos rechazaban 
un plan del gobierno de exportar gas natural a EEUU (a través de México) por 
medio de un puerto chileno. Las protestas en oposición al plan se encontraron con 
una respuesta violenta de la Policía y los militares que solo sirvió para reforzar 
la indignación popular. Después de varios días de protestas violentas y más de 
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setenta muertos, Sánchez de Lozada renunció a su cargo y huyó a los Estados 
Unidos el 17 de octubre.2 

Cabe señalar que la «guerra del gas» estuvo dominada, tanto en términos 
de la formulación discursiva de la lucha y de los manifestantes en la calle por 
las comunidades aymaras en el Altiplano, así como de los movimientos sociales 
urbanos en La Paz, El Alto y Cochabamba (Perreault 2006). Así, las luchas por 
el gas natural fueron definidas y adoptadas por personas y lugares distantes a 
los centros reales de producción, mientras que las comunidades guaraníes y los 
demás grupos indígenas directamente afectados por la extracción de gas eran (y 
siguen siendo) relativamente marginados de los debates y exigencias que circulan 
en los Andes. 

Estas protestas, por lo tanto, no se ocuparon de los efectos sociales o ambien-
tales directos de la explotación del gas, sino que involucraron cuestiones más 
abstractas del imaginario nacional, la ciudadanía, el desarrollo nacional y la dis-
tribución de los beneficios derivados de las reservas masivas del gas en el país 
(Perreault y Valdivia 2010). Durante la «guerra del gas» y el periodo subsiguiente, 
ni el gobierno ni los movimientos sociales tomaron en serio la posibilidad de que 
los guaraníes pudieran tener algo que decir acerca de las prácticas de extracción 
que se producían en su territorio.

Teniendo en cuenta sus contrastantes contextos geográficos e históricos, no 
es de extrañar que la explotación del gas tuviera efectos muy diferentes en el 
altiplano andino y los llanos orientales. Son los pueblos indígenas de las regiones 
de la Amazonía y del Chaco las que soportan los costos sociales y ambientales 
directos de la explotación de los hidrocarburos. Su capacidad para responder 
o por lo menos detener estos impactos está limitada por el hecho de que estas 
poblaciones son pequeñas, son diversas étnica y lingüísticamente, marginadas 
económica y políticamente y dispersas espacialmente. Esta situación difiere 
notablemente de las tierras altas andinas, donde la población bien organizada y 
en gran parte urbana de los aymaras y los quechuas (junto con una coalición de 
trabajadores urbanos, estudiantes, intelectuales y otros activistas) protestó contra 
la privatización y la exportación de gas natural en octubre de 2003.

Luego de su elección histórica, Morales «nacionalizó» los hidrocarburos del 
país el 1 de mayo de 2006, en respuesta a una de las demandas fundamentales 

2 Sánchez de Lozada tuvo dos periodos presidenciales no consecutivos: el primero entre 
1993 y 1997 y otro desde agosto de 2002 a octubre de 2003.



147

ANTHROPOLOGICA/AÑO XXVIII, N° 28, 2010, Suplemento 1

de los manifestantes en la «guerra del gas» de 2003 (Gandarrillas et al. 2008).3 
Rodeado por soldados y representantes de la prensa nacional e internacional, 
Morales anunció el decreto presidencial 28701 desde el yacimiento de gas 
natural de San Alberto en Tarija, con una pancarta detrás de él que declaraba 
Nacionalizado: Propiedad de los Bolivianos. Morales les dio un plazo de 180 
días a las empresas de hidrocarburos que operaban en Bolivia para firmar nuevos 
contratos con el gobierno boliviano, o de otro modo no se les permitirá operar 
dentro del país. Entre ellas, Repsol-YPF y Petrobras controlaban más del 70% 
de la producción de hidrocarburos en Bolivia, lo que las convertía, de lejos, en 
las principales empresas implicadas. 

Si bien estaban evidentemente descontentas con el nuevo régimen de rega-
lías, estas empresas y los políticos de sus países de origen parecieron hasta el 
momento haber aceptado a regañadientes esos términos. Habiendo limitado las 
reservas de gas propias, Argentina depende de las importaciones de Bolivia. Del 
mismo modo, el estado brasileño de Mato Grosso, en la frontera con Bolivia, es 
altamente dependiente del gas boliviano, así como la megaciudad de São Paulo 
(Gustafson en prensa). Mientras que la distribución de rentas de la explotación 
de los hidrocarburos fue objeto de un intenso debate nacional y de protestas 
populares, los efectos directos de la extracción de gas en las poblaciones rurales 
que viven junto a los yacimientos de gas o cerca de ellos han sido en gran medida 
excluidos del discurso público (Rodríguez Cáceres 2007). 

A pesar de que el gobierno de Evo Morales ha rechazado política y discur-
sivamente las políticas neoliberales de Sánchez de Lozada, sigue dependiendo 
de las regalías de hidrocarburos para financiar sus programas sociales. Es más, 
el gobierno actual se encuentra limitado en sus políticas en cuanto a relaciones 
con compañías transnacionales, formas de producción económica y administra-
ción de regalías, debido a las trayectorias políticas establecidas por gobiernos 
anteriores (Kaup 2010). 

Esta situación ha derivado en varias contradicciones políticas, a distintas 
escalas geográficas. En Tarija, por ejemplo, la extracción del gas natural ha faci-
litado la erupción de tensiones destacadas en cuanto a los proyectos territoriales 

3 Cabe notar que la política de Morales no es una nacionalización en realidad (de estilo 
cubano, por ejemplo), pues las reservas del gas siempre han sido del Estado, y las compañías 
transnacionales conserven control de sus operaciones. Así, la ‘nacionalización’ fue nada 
más que una renegociación de los contratos de regalías en favor de los intereses del Estado. 
Sin embargo, el discurso de nacionalización de recursos naturales conviene políticamente 
tanto al gobierno como a sus opositores de la derecha (Fernández Terán 2009).
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de diferentes actores sociales. Como argumentan Humphreys Bebbington y 
Bebbington (2010b), para implementar sus nuevos programas sociales y reducir 
la tasa de desigualdad económica en el país el gobierno se dedica a la extracción 
de hidrocarburos y la redistribución de regalías que provienen de esta actividad. 
Los pueblos indígenas guaraní y weenhayek, quienes son más afectados direc-
tamente por la producción hidrocarburíferas, muchas veces apoyan el programa 
político del gobierno de Morales, pero en general no coinciden con su posición 
que las ganancias de esta producción deben ser redistribuidas a otras regiones (y 
pueblos) del país. Los guaraní y weenhayek argumentan que los pueblos en cuyos 
territorios se encuentran y explotan los hidrocarburos deben tener más control 
y más beneficio directo de su extracción (APG-Itika Guasu 2005; Humphreys 
Bebbington y Bebbington 2010a). Así, los conflictos actuales alrededor del gas y 
su gobernanza son, en su mayoría, conflictos de escala geográfica: los intereses 
locales versus los intereses subregionales, departamentales y/o nacionales (Hum-
phreys Bebbington y Bebbington 2010b). Este artículo pasa ahora a un examen 
de algunos de estos debates.

EXTRACCIÓN DE GAS NATURAL Y EL PUEBLO GUARANÍ DE 
BOLIVIA ORIENTAL

La población indígena más afectada directamente por la extracción de gas es la 
de los guaraníes de los departamentos de Santa Cruz y Tarija. El pueblo guaraní 
constituye el tercer grupo indígena más grande en Bolivia (después de los que-
chuas y los aymaras), y está compuesto por varios grupos en Paraguay, Argentina 
y Brasil4. Hay tres grupos de guaraníes de Bolivia: los ava guaraníes, que viven en 
las estribaciones andinas orientales de Santa Cruz y Tarija, los guaraníes izoceños, 
que viven en la región del Izozó del departamento central de Santa Cruz, y los 
guaraníes simba, que viven en pequeños enclaves de los departamentos de Tarija 
y Chuquisaca. En las zonas rurales, los guaraníes son agricultores sedentarios, 
que dependen de la agricultura de subsistencia o semisubsistencia a pequeña 
escala (cultivando poroto, zapallo, maíz y una variedad de otros cultivos, así 

4 «Guaraní» es un término moderno de autoidentificación. En la literatura histórica y etno-
antropológica, los guaraníes son a veces denominados también tupí-guaraní o chiriguano 
(un término anticuado que los guaraníes consideran peyorativo). Según Hirsch (1999), los 
guaraníes de la Bolivia contemporánea son los descendientes de una mezcla cultural de 
los pueblos chané y guaraní que emigraron durante los siglos XIV y XV a lo que hoy es 
Bolivia.
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como vacas, cabras, cerdos, gallinas y ovejas), la caza, la pesca y la recolección 
de plantas y frutos silvestres (Hirsch 1999). Desde la reforma agraria de 1953, 
numerosos guaraníes han emigrado a las ciudades de los llanos, formando parte 
de los barrios urbanos o de pueblos adyacentes. En la actualidad, hay varias 
comunidades guaraníes en las zonas urbanas y periurbanas dentro y en los alre-
dedores de Santa Cruz (Postero 2007). 

La organización social guaraní se caracteriza por el sistema de Capitanía —
supra-formas comunitarias de organización compuestas por un líder o capitán de 
cada comunidad miembro y presidida por un capitán grande (mburuvisa guasu 
en lengua guaraní). La autoridad máxima recae en una asamblea (yemboati en 
guaraní), que funciona como órgano deliberativo, judicial y tiene autoridad sobre 
el mburuvisa guasu. Existen asambleas para las distintas comunidades, así como 
para la Capitanía en su conjunto (Hirsch 1999). Desde la década de 1980, los gua-
raníes se han organizado políticamente en ‘modernas’ organizaciones indígenas, 
similares a las que se encuentran en los Andes, así como en algunos otros estados 
de América Latina, como Ecuador, México y Guatemala (Gustafson 2009). La 
Central de Pueblos y Comunidades Indígenas del Oriente Boliviano (CIDOB) 
fue fundada en Santa Cruz en 1982, con la asistencia de la ONG APCOB5. La 
CIDOB sirve como grupo de coordinación de los diferentes pueblos indígenas 
de la Amazonía boliviana y de las regiones del Chaco, pero surgió en gran parte 
como resultado de la movilización de los izoceño-guaraníes. Hoy, el guaraní es el 
mayor grupo indígena en las llanuras, y sigue siendo la fuerza principal en CIDOB. 
Una organización guaraní separada, la Asamblea de Pueblos Guaraní (APG), fue 
fundada en 1987 con el apoyo de la CIDOB y la ONG católica CIPCA.6 La APG 
reúne a las comunidades guaraníes ava, izozo y simba, con un liderazgo integrado 
por representantes de cada una de las tres zonas (Hirsch 2003). 

Cabe señalar que, con la excepción de los ava guaraníes, los grupos indígenas 
de los llanos orientales nunca se han organizado en sindicatos campesinos. Los 
sindicatos campesinos, previstos por la Reforma Agraria de 1953 y fundados 
en comunidades rurales de la sierra, no tenían la misma relevancia para los 
pueblos indígenas de los llanos, algunos de los cuales nunca fueron sometidos a 

5 La APCOB (Ayuda para el Campesino Indígena del Oriente Boliviano) fue fundada en 
1980 por antropólogos que trabajaban en la región.

6 El CIPCA (Centro para la Investigación y Promoción del Campesinado) fue fundado en 
la década de 1970 por padres jesuitas, incluyendo a Xavier Albó, doctor en Antropología 
de la Universidad de Cornell, quien es hoy uno de los principales académicos y uno de los 
más importantes intelectuales públicos sobre cuestiones indígenas de Bolivia. 
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servidumbre en el marco del sistema de hacienda.7 Como consecuencia, la eti-
queta «campesino» no tiene el mismo significado para los pueblos indígenas de 
los llanos que para las comunidades aymaras en el altiplano del norte, o para las 
comunidades quechuas de Cochabamba, donde el sistema de hacienda era más 
fuerte, y donde la identidad campesina fue adoptada plenamente en su mayoría 
tras de la Reforma Agraria (Lucero 2008). 

A pesar de su alto nivel relativo de organización social y política y de sus 
estrechos contactos con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones 
indígenas y movimientos sociales, los guaraníes han soportado el peso de gran 
parte de la explotación de petróleo y gas natural en Bolivia. Un ejemplo de ello 
es el caso de los guaraníes que viven en el megacampo de gas Margarita, en el 
departamento oriental de Tarija. Estas comunidades son pequeñas y empobreci-
das, y están muy lejos de las sedes de la APG y la CIDOB en Santa Cruz. Como 
resultado, tienen pocos recursos para recurrir en la lucha contra los impactos de 
las empresas transnacionales de hidrocarburos que operan en sus tierras. 

El megacampo de gas de Margarita y los guaraníes del departamento de Tarija

Según estudios sismológicos, cerca del 55,6% del territorio boliviano tiene poten-
cial de hidrocarburos, principalmente en la Amazonía y los llanos del Chaco (pero 
incluyendo una parte importante del Altiplano). Dado que el área rural de Bolivia 
está habitada principalmente —y en muchas zonas exclusivamente— por pueblos 
indígenas, hay una superposición considerable entre las regiones de explotación 
de hidrocarburos y tierras indígenas. Las actividades actuales de explotación de 
petróleo y gas afectan en particular a la población de los llanos orientales de las 
regiones Amazonía, el Chaco y Chiquitanía. Alrededor de 83% de las reservas del 
gas boliviano se encuentran bajo territorio guaraní, en la región de matorrales de 
espina seca conocida como el Chaco, en los departamentos de Tarija y Santa Cruz8. 
Estas reservas están divididas en cuatro campos principales de gas: Margarita 
(con 13,42 trillones de pies cúbicos [TCF] de gas natural ), San Alberto (11,05 
TCF), Itaú (9,27 TCF) y San Antonio (5,25 TCF) (Orduna 2004: 3). 

7 Los pueblos indígenas de los llanos, sin embargo, fueron sometidos a otras formas de 
relaciones laborales de explotación. Las formas de servidumbre por deudas eran comunes 
en toda la Amazonía en el siglo XIX y XX, y en algunas zonas siguen vigentes hoy en día.

8 Un 85,7% de las reservas de gas de Bolivia se encuentran en Tarija, mientras que Santa 
Cruz tiene un 10,6% extra de reservas (Chávez y Stefanoni 2006).
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El megacampo de gas Margarita se encuentra en la Tierra Comunitaria de 
Origen (TCO) Itika Guasu de los guaraníes, y contiene siete comunidades de este 
grupo.9 Las 216 000 hectáreas de TCO Itika Guasu forman uno de los catorce 
TCO del pueblo guaraní y se ubican en Santa Cruz, Tarija y los departamentos 
de Chuquisaca. En total, 36 comunidades ava guaraníes se encuentran en la TCO 
Itika Guasu, que fue establecida en 2004 bajo los auspicios de la Asamblea de 
Pueblo Guaraní (APG) (Martínez 2000). Itika Guasu tiene una población de 
alrededor de 3500 guaraníes, distribuidos en aproximadamente 600 familias 
(APG-Itika Guasu 2005). En el campo de gas Margarita, los aproximadamente 
650 guaraníes (en alrededor de 170 hogares) son superados en más del doble 
por los 1600 trabajadores no guaraníes empleados en las diversas fases de la 
producción de gas (Orduna 2004). 

Como una categoría de reclamaciones de derechos sobre las tierras, creada por 
la legislación de la Reforma Agraria en la década de 1990 (la Ley INRA - Ley del 
Instituto Nacional de Reforma Agraria), las TCO fueron designados para facilitar 
el reconocimiento de derechos de propiedad de tierras comunales de pueblos 
indígenas en los llanos orientales del país (aunque algunas comunidades andinas 
también han aprovechado la legislación [por ejemplo, Laurie et al. 2002]). El 
artículo 41 de la Ley INRA define los TCO como:

[…] los espacios geográficos que constituyen el hábitat de los pueblos y 
comunidades indígenas y originarios, a los cuales han tenido tradicionalmente 
acceso y donde mantienen y desarrollan sus propias formas de organización 
económica, social y cultural, de modo que aseguran su sobrevivencia y desa-
rrollo. Son inalienables, indivisibles, irreversibles, colectivos, compuestos por 
comunidades o mancomunidades, inembargables e imprescriptibles (Merz y 
Calizaya 1999: 59).

Con el establecimiento de las TCO bajo la Ley de Participación Popular, se 
pretendía en parte resolver las disputas territoriales pendientes que involucraban 
a los pueblos indígenas de la Amazonía y las tierras bajas del Chaco, de acuerdo 
con las obligaciones de Bolivia en el marco de la OIT 169. Como tal, las TCO 
forman parte integral de las reformas pluriculturales y multiétnicas del Estado 
durante la década de 1990 (Martínez 1999). En 1996, apenas dos años antes del 
descubrimiento del yacimiento de gas Margarita, las veinticuatro Capitanías 

9 Estos incluyen Zapaterambia, Itaparara y Puerto Margarita al sur del río Pilcomayo, y Yuati, 
Ivoca, Cumandaroti y Villa Mercedes norte del Pilcomayo.
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—o autoridades políticas de los guaraníes— iniciaron una demanda por diecio-
cho TCO que cubrían 10 220 340 hectáreas. En 2004, tras ocho años de estudio 
(y seis años de producción de gas), el gobierno adjudicó a los guaraníes solo 
el 6,8% de su solicitud (697 957 ha). Como resultado, el restante 93,4% de la 
reivindicación de tierras de los guaraníes efectivamente ha sido abierto para la 
explotación de petróleo y gas, así como para el asentamiento de comunidades 
que no son guaraníes (Orduna 2004: 3). 

El campo de gas más grande de Bolivia es el megacampo Margarita, en el 
que hay cuatro pozos en funcionamiento (de X-1 a X-4). Las operaciones en este 
campo de gas se llevan a cabo por un consorcio de empresas transnacionales y 
de empresas controladas por Repsol YPF. Las compañías de gas han tratado de 
facilitar sus relaciones con las comunidades guaraníes proveyéndoles servicios 
básicos, incluyendo la construcción de puestos de salud y de casas de adobe, y 
la provisión de elementos tales como cercas, mantas y material de construcción. 

Según Orduna (2004: 5), Repsol ha gastado menos de 100 000 dólares en 
bienes y servicios para las comunidades guaraníes, en comparación con los cerca 
de 2,4 millones de dólares gastados en la construcción de un puente sobre el río 
Pilcomayo, y la inversión total de más de US$ 200 millones en sus operaciones 
en Margarita. En otras palabras, los pagos de Repsol para el «desarrollo» gua-
raní representan menos del 0,05% de sus gastos totales en el campo Margarita, 
una cifra que es aún más marcada cuando se considera el valor potencial del gas 
que está produciendo. Con los precios de 2010 (US$ 3,81 por cada 1000 pies 
cúbicos), los 13,42 TCF del gas natural de Margarita tiene un valor total de más 
de US$ 51,1 mil millones.10 

Es más, el voluminoso estudio de impacto ambiental (EIA) de Repsol para 
el pozo X-3 contenía solo diez líneas relacionadas con los guaraníes, quienes se 
verían más afectados por las actividades de extracción. Al completar la evalua-
ción del impacto ambiental, Repsol alegó que estaban exentos de una consulta 
en profundidad con las comunidades guaraníes porque la tierra que fue perforada 
en el pozo no les pertenecía a estos sino que era propiedad de terceros (Orduna 
2004). Y esto a pesar del hecho de que el pozo X-3 se encuentra en la TCO Itika 
Guasu. Negociar con un tercero, como Repsol parece haberlo hecho, es una 
práctica de dudosa legalidad que elude los requisitos de las compañías bajo el 
convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT 169) 

10 Información obtenida en la página web <www.eia.doe.gov/oog/info/ngw/ngupdate.asp>. 
Consulta: 13 de setiembre de 2010.
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sobre los derechos de los pueblos indígenas y tribales. El acuerdo 169 de la OIT, 
ratificado por la ley boliviana 1257 (aprobada en 1991), ordena la consulta plena 
con los pueblos indígenas en relación con las actividades de extracción que se 
producen en sus tierras. La Ley de Hidrocarburos de Bolivia requiere que las 
empresas se ajusten a las directrices de la OIT 169, pero delega la responsabilidad 
de esta consulta a las propias empresas. Como consecuencia, el seguimiento y la 
ejecución no son adecuados para que los pueblos indígenas participen apropia-
damente en este proceso.

La actitud de las compañías hacia los guaraníes se refleja también en los 
documentos legales presentados por ellas al Viceministerio del Medio Ambiente 
en 2003. En lugar de utilizar los nombres correctos de la región del Chaco (donde 
se encuentra el yacimiento de gas de Margarita), de los mismos guaraníes y de la 
comunidad guaraní de Cumandaroti, los documentos indicaban que las empresas 
habían distribuido los regalos de Navidad en la región amazónica, refiriéndose 
a la población local como tsiman y llamaban a la comunidad «San Borja». En la 
preparación del informe de la empresa Maxus (subcontratista de Repsol) al parecer 
había utilizado la plantilla de un informe anterior relacionado con sus operaciones 
en la comunidad Tsiman de San Borja, ubicada a cientos de kilómetros al norte, 
en la cuenca amazónica (Orduna 2004). Este tipo de error, aunque quizá no sea 
sorprendente, es indicativo de la displicente actitud de «talla única para todos» 
que la empresa ha adoptado en sus relaciones con los pueblos indígenas. 

Las condiciones que rodean al pozo X-3 ejemplifican los problemas que deben 
enfrentar los guaraníes. El pozo está a cerca de 500 m de la pequeña comunidad 
de Cumandaroti (a pesar de las garantías de la empresa que aseguraban que 
sería a más de 700 m). Llamaradas de gas, el calor y los olores asociados con la 
perforación y la extracción causan dolores de cabeza y otras enfermedades a los 
seres humanos, mientras afectan negativamente a cultivos y animales. El lodo 
proveniente de los residuos de perforación, los productos químicos y lubricantes 
utilizados durante la perforación se han vertido en un gran foso abierto —aproxi-
madamente del tamaño de un campo de fútbol— junto con productos químicos y 
agua contaminada con hidrocarburos (Orduna 2004). Estas condiciones presentan 
un obvio e inmediato riesgo para la salud de los residentes locales. 

Repsol no reconoce responsabilidad alguna por los impactos culturales 
provenientes de sus actividades en ninguna parte de su EIA, ni hizo planes de 
prevención, mitigación o compensación por daños y perjuicios. Estos impactos 
fueron examinados, sin embargo, por un equipo independiente de guaraníes que 
supervisó los impactos ambientales y culturales de las actividades de Repsol 
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entre mayo de 2004 y marzo de 2005 (APG-Itika Guasu 2005). Este equipo 
documentó numerosos impactos relacionados, tales como la erosión del suelo y 
la deforestación resultante por la construcción del gasoducto, así como derrames 
de petróleo asociados con las actividades de perforación, con efectos evidentes en 
el suelo y las aguas superficiales. Depósitos de lodo de perforación sin protección 
que contaminan el suelo y las aguas superficiales circundantes; impactos sobre 
la vida silvestre como consecuencia del ruido del tráfico en la carretera, de los 
helicópteros y la maquinaria. El equipo de seguimiento también culpó a Repsol 
de llevar a cabo un desprecio sistemático de las normas culturales guaraníes, tales 
como la toma de decisiones colectiva y la autoridad del sistema de Capitanía en 
la comunidad (APG-Itika Guasu 2005: 23-33). 

Los problemas ambientales y sociales derivados de la explotación del gas 
motivaron esporádicas protestas en pequeña escala de los guaraníes. En mayo de 
2004 (siete meses después de la «guerra del gas»), decenas de guaraníes iniciaron 
una protesta pacífica sobre las operaciones de Repsol y Maxus en el campo Mar-
garita. Los manifestantes pidieron el reconocimiento de sus derechos territoriales 
y —en consonancia con la «agenda de octubre», derivada de la «guerra del gas»— 
la nacionalización de la industria nacional de hidrocarburos. Los manifestantes 
rodearon las instalaciones de la empresa en Margarita y bloquearon el transporte 
de suministros de alimentos a los trabajadores de la empresa. Después de cinco 
días de protesta, el gobierno accedió a crear un fondo mediante el cual el 2% de 
las rentas de gas pagadas al Estado se reservaría para proyectos de desarrollo en 
las comunidades guaraníes.11 

Las protestas volvieron a estallar en agosto de 2006, cuando miembros de 
la comunidad, que pedían más fondos de desarrollo para las comunidades gua-
raníes, amenazaron con cerrar el flujo de gas a Brasil. Esta vez las protestas se 
centraron en la estación de control Parapetí, en el departamento de Santa Cruz, 
donde trescientos miembros de la Asamblea del Pueblo Guaraní (APG) ame-
nazaron con tomar el control del gasoducto y cerrarlo. En esta protesta estaba 
de por medio un fondo de 9 millones de dólares que el operador del gasoducto 
Transierra había acordado invertir en comunidades guaraníes en un periodo de 
veinte años como compensación por los gasoductos que atraviesan las tierras de 
estas comunidades. Transierra, operado conjuntamente por Petrobras, Repsol y 
la empresa francesa Total, por aquel entonces habían gastado ya unos 255 000 

11 <www.gasandoil.com/GOC/news/ntl642248.htm>. Consulta: 14 de febrero de 2008.
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dólares. Los representantes guaraníes pidieron una mayor inversión, y querían 
que el fondo fuera administrado por ellos mismos.12 

A pesar de las protestas esporádicas de los residentes guaraníes de la TCO 
Itika Guasu, y de un acuerdo con Repsol YPF, las relaciones entre los guaraníes y 
la empresa seguía siendo tensas. En noviembre de 2006, la APG emitió un comu-
nicado denunciando las actividades de Repsol en la TCO Itika Guasu, acusándolo 
de violar las leyes bolivianas en virtud de un decreto presidencial de Evo Morales 
expedido el 1 de mayo de 2006. Conocido principalmente por la reestructuración 
de las regalías petroleras y de gas que pagan las empresas al Estado boliviano, el 
decreto denominado «Héroes de del Chaco» también reafirmó el derecho de los 
pueblos indígenas en cuyas tierras se producen el petróleo y el gas. Basándose 
en el decreto de Morales para justificarse legal y moralmente, la declaración de 
la APG enumera una serie de quejas y exige que Repsol YPF cumpla con las 
leyes bolivianas y los acuerdos internacionales en relación con los derechos de 
los guaraníes. Vale la pena citar la declaración en detalle: 

La Asamblea del Pueblo Guaraní de Itika Guasu denuncia […] que la empresa 
internacional REPSOL YPF, en Bolivia, viola los derechos que como pueblo 
indígena tenemos. Denuncia también, que la empresa RESOL YPF al iniciar 
nuevos trabajos dentro de nuestra TCO sin la consulta previa e informada, 
está violando la Ley de Hidrocarburos 3058 de 17 de mayo de 2005, en los 
artículos referidos a los derechos de los pueblos indígenas […]. Denuncia-
mos que la empresa española REPSOL YPF ha ingresado a nuestro territorio 
TCO Itika Guasu a realizar operaciones de prospección, exploración y explo-
tación, y lo ha hecho violando de manera sistmática nuestro derecho a la 
consulta previa e informada, establecida en el Convenio 169 de la OIT que 
es Ley de la República desde 1991, Ley 1257. En marzo de 2003, luego de 
muchas presiones por parte nuestra, REPSOL YPF ha establecido un conve-
nio con el Pueblo Guaraní de Itika Guasu, convenio que no ha sido cumplido 
por la empresa, porque a pesar del compromiso de respeto a nuestra TCO, la 
petrolera ha seguido dañando nuestro territorio, dividiendo a nuestras comu-
nidades, violando así sus compromisos no solo con el Pueblo Guaraní sino 
también con el Estado Boliviano establecidos en los estudios de impacto 
ambiental y la las leyes nacionales. Desde el 17 de mayo de 2005, en nuestro 
país rige la nueva Ley de Hidrocarburos, la Ley 3058, la misma que en sus 
títulos VII y VIII establece de manera clara, cómo es que la actividades petro-
leras deben realizarse en territorios indígenas. A pesar de ello, REPSOL YPF 

12 <www.gasandoil.com/GOC/news/ntl63938.htm>. Consulta: 14 de febrero de 2008.
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en la TCO de Itika Guasu sigue actuando en contra a lo establecido en la Ley, 
y por lo mismo, violando nuestros derechos.13

Claramente, entonces, la nueva Ley de Hidrocarburos establecida por Decreto 
Presidencial en mayo de 2005 proveía tanto de fundamento jurídico como de 
inspiración política a la APG en su lucha contra Repsol YPF. Lo que no resulta 
tan claro, sin embargo, es en qué medida el pueblo guaraní de la TCO Itika Guasu 
será capaz de detener las actividades de Repsol en sus tierras. La empresa continúa 
sus operaciones y, dada la dependencia del Estado boliviano sobre las rentas de 
hidrocarburos, es poco probable que cese sus actividades en el corto plazo (Kaup 
2010; Kohl y Farthing 2009). 

El 12 de agosto de 2007 los líderes de la APG-Itika Guasu firmaron un acuerdo 
con los Ministerios de Hidrocarburos y de Desarrollo Rural y Medio Ambiente, el 
cual permitirá a las comunidades guaraníes del TCO registrar denuncias y hacer 
recomendaciones en la construcción de un nuevo gasoducto. Este acuerdo fue el 
resultado de un proceso de «Consulta y Participación», dispuesto por el Decreto 
Presidencial 29033 de Morales.14 Emitido el 16 de febrero de 2007, el Decreto 
Presidencial 29033 establece procedimientos para la consulta y participación de 
los pueblos indígenas amazónicos y andinos, así como a las comunidades cam-
pesinas en cuyas tierras comunales o TCO se produzcan actividades relacionadas 
con la explotación de hidrocarburos. El decreto establece que la explotación de 
hidrocarburos debe respetar la territorialidad de las comunidades y sus usos y 
costumbres respecto a recursos colectivos y derechos sobre la tierra. En esencia, 
este decreto codifica y hace efectivas las obligaciones de Bolivia en el marco de 
la OIT 169, adoptado por la Ley boliviana en 1991. Aún es demasiado pronto 
para determinar si el acuerdo entre la APG-Itika Guasu y el gobierno, o el Decreto 
Presidencial 29033 en que se basa este acuerdo, alterarán de forma significativa 
los patrones establecidos de degradación ambiental y marginación social. En todo 
caso, de seguro es un signo de esperanza de cambio. 

En resumen, es evidente que Repsol falló a la hora de consultar adecua-
damente a las comunidades indígenas afectadas, tal como exige el acuerdo 
169 de la OIT y la Ley boliviana 1257. Como ponen de manifiesto los errores 
en la evaluación de las empresas del impacto ambiental, se dio poca atención 

13 <http://www.redesma.org/boletin/bol_2005/bol_7_19/pueblo%20guarani.pdf>. Consulta: 
14 de febrero de 2008.

14 <http://cedla.org/obie/articulo/articulo.php?articulo=1103>. Consulta: 14 de febrero de 
2008.
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al bienestar de las comunidades guaraníes, en cuyas tierras se encuentra el 
campo de gas Margarita (APG-Itika Guasu 2005). Este tipo de prácticas de las 
compañías transnacionales de hidrocarburos se vieron facilitadas tanto por las 
instituciones financieras internacionales como por el gobierno boliviano. Los 
prestamistas internacionales, encabezados por el Banco Mundial, ayudaron a 
financiar la extracción de gas natural y la construcción de los gasoductos. Estas 
agencias, junto con el gobierno boliviano de turno, crearon un laxo clima de 
negocios en el que las empresas privadas eran en gran parte responsables de 
vigilarse a ellos mismos. Durante el periodo neoliberal de Sánchez de Lozada, 
las agencias reguladoras bolivianas y los ministerios del gobierno encargados 
de supervisar dichos proyectos estaban estrechamente vinculados con empresas 
privadas y, en algunos casos, incluso financiados por actividades de extracción 
de hidrocarburos (Hindery 2004). 

La influencia preponderante de las empresas transnacionales y las instituciones 
financieras internacionales, junto con lo que fue considerado ampliamente como 
corrupción y arrogancia del Estado boliviano en la promoción de su programa 
neoliberal, condujo a protestas extendidas, en particular en el oeste andino del 
país. Lastimosamente, aunque el gobierno de Morales ha puesto más énfasis en 
los derechos de consulta previa de los pueblos indígenas afectados directamente 
por actividades extractivas, los impactos directos y las relaciones desiguales de 
poder que caracterizan la extracción del gas, quedan demasiadas similitudes con 
las condiciones anteriores (Humphreys Bebbington y Bebbington 2010a).

CONCLUSIÓN 

El sector de hidrocarburos en Bolivia tiene una larga historia de dominio por 
parte de actores transnacionales. En este caso, al menos, los periodos neoli-
beral y pos-neoliberal no rompieron con el pasado. Lo que lograron alcanzar 
las reformas de la década de 1990 fue una profunda participación de empresas 
extranjeras, que mantuvieron la mayor parte de las ganancias en la producción 
de petróleo y gas. La inversión ampliada en la década de 1990 dio lugar a una 
mayor exploración y al descubrimiento de las segundas mayores reservas de gas 
natural en América Latina. El aumento en la extracción de gas se ha centrado 
en el extremo meridional del Chaco, en el departamento de Tarija, y ha tenido 
un mayor impacto en las comunidades guaraníes en cuyo territorio se encuentra 
el gas. Dichas comunidades, tales como la TCO Itika Guasu, han sufrido las 
consecuencias directas de la extracción de gas: la contaminación atmosférica, 
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del agua y el suelo; los efectos sobre la salud, daños a los cultivos y animales 
y una mayor presencia de extranjeros. Las comunidades afectadas han recibido 
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de los procesos de toma de decisiones sobre los procesos de extracción que se 
producen en sus tierras (a pesar de las condiciones del acuerdo 169 de la OIT y 
de la Ley 1257 de Bolivia). 

Es más, los guaraníes han sido marginados por los debates nacionales sobre 
la nacionalización e industrialización del gas natural, los cuales han sido domi-
nados por los movimientos sociales de La Paz y Santa Cruz. Esta situación, sin 
embargo, puede estar cambiando. La movilización política guaraní y las exigen-
cias de una mayor rendición de cuentas por Repsol y del Estado boliviano, junto 
con los esfuerzos del gobierno de Morales para mejorar la aplicación de la Ley 
1257, apuntan a la posibilidad de una mayor participación de las comunidades 
guaraníes directamente afectadas por la extracción de estos recursos. Dada la 
continua dependencia del Estado boliviano de las rentas sobre estos recursos, 
queda por ver, sin embargo, si las condiciones de los pueblos indígenas mejora-
rán sustancialmente en el futuro próximo (Kaup 2010; Kohl y Farthing 2009). 

De hecho, los reclamos de los pueblos indígenas de Tarija compiten con los 
de otros actores en el contexto de conflictos sobre las regalías del gas boliviano. 
Los actores con más influencia son el gobierno nacional, que quiere redistribuir 
las ganancias del gas tarijeño entre los otros departamentos (y en particular entre 
los departamentos andinos); las élites regionales, quienes quieren mantener las 
regalías en el ámbito departamental, y las élites subregionales, quienes quieren 
mantener las ganancias del gas a escala local, en la región llamada el Gran Chaco 
(Humphreys Bebbington y Bebbington 2010a, b). En el contexto de este conflicto 
regional-nacional, que involucra tensiones sobre los varios proyectos territoriales 
del estado y de actores poderosos a niveles subnacionales, los intereses de los 
guaraníes quedan marginados.
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